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Sr. S. de Vega, presidente  
 

La Sección Segunda del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 2 de julio 
de 2026, con asistencia de los 
miembros que se expresan al 
margen, emitió, por unanimidad, el 
siguiente dictamen: 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero y 
ponente 
 
Sr. Caballero García, secretario en 
funciones 
 
 

 
DICTAMEN 241/2026 

 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 2 de junio de 2026 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por 
Dña. yyy1, debido a los daños ocasionados en su vivienda por el deficiente 
funcionamiento de la red municipal de saneamiento. 
 

Examinada la solicitud y admitida a trámite el 4 de junio de 2026, se 
procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 241/2026, iniciándose el cómputo del plazo para 
la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por Resolución de 5 de febrero de 2014, de la Mesa de las Cortes 
de Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su 
ponencia al consejero Sr. Ramos Antón. 

 
Primero.- El 26 de febrero de 2026 Dña. yyy2, en nombre y 

representación de Dña. yyy1, presenta una reclamación de responsabilidad 
patrimonial ante el Ayuntamiento de xxxx, debido a los daños y perjuicios 
sufridos en su vivienda por el deficiente funcionamiento de la red municipal de 
saneamiento. 

 
Adjunta copia de facturas de reparación. Cuantifica la indemnización en 

10.103,44 euros. 
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Segundo.- El 17 de abril de 2026 el arquitecto del Ayuntamiento emite 
informe sobre el estado y actuación municipal en la red pública de saneamiento 
en la zona indicada por la reclamante.   

 
Tercero.- El 24 de abril de 2026 se concede trámite de audiencia al 

interesado, quien no presenta alegaciones.   
 
Cuarto.- El 19 de mayo de 2026 se formula propuesta de resolución 

desestimatoria de la reclamación. 
 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 2.e), del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014, del Pleno del Consejo, por el que se determina la 
composición y competencias de las Secciones. 
 

2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas (LPAC), con las especialidades que se recogen en 
relación con los procedimientos de responsabilidad patrimonial. 

 
3ª.- La reclamación se ha interpuesto por persona legitimada, de 

acuerdo con el artículo 4 de la LPAC, y está acreditada su representación. La 
competencia para resolver la reclamación corresponde al alcalde, sin perjuicio 
de la delegación de competencias que pueda existir, conforme a los artículos 
21.1.s), 21.3 y 23.4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases 
del Régimen Local (LBRL), en relación con el artículo 92, párrafo segundo, de 
la LPAC.  
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La reclamación se ha presentado en tiempo hábil, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 67.1 de la LPAC.  

 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. La referencia constitucional a la ley 
debe entenderse hecha a los artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 
de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, a la que se remite, de 
forma genérica, el artículo 54 de la LBRL. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la reiterada doctrina 

del Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la responsabilidad 
patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia de los siguientes 
requisitos: a) daño efectivo, evaluable económicamente e individualizado en 
relación con una persona o grupo de personas; b) antijuridicidad del daño, en 
el sentido de que la persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de 
soportarlo, de acuerdo con la ley; c) imputabilidad a la Administración de la 
actividad dañosa, es decir, la integración del agente en el marco de la 
organización administrativa a la que pertenece o la titularidad pública del 
servicio o la actividad en cuyo ámbito se produce el daño; d) relación de 
causalidad entre la actividad administrativa y el resultado dañoso, esto es, que 
el daño sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio 
público; e) ausencia de fuerza mayor. Asimismo, se exige que la reclamación 
se presente antes de que transcurra un año desde el momento en que se 
produjo el hecho causante. 

 
A estos efectos, corresponderá a la parte interesada acreditar que los 

daños traen causa directa e inmediata del funcionamiento normal o anormal  
del servicio público, de acuerdo con los viejos aforismos necessitas probandi 
incumbit ei qui agit y onus probandi incumbit actori, el principio general sobre 
la carga de la prueba contenido en el artículo 217 de la Ley 1/2000, de 7 de 
enero, de Enjuiciamiento Civil, y lo que, más específicamente para el régimen 
de la responsabilidad objetiva de la Administración, dispone el artículo 67.2 de 
la LPAC. La Administración, por su parte, deberá probar los hechos que, en su 
caso, desvirtúen los alegados por la parte contraria.  

 
5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre un expediente de 

responsabilidad patrimonial por los daños ocasionados en la vivienda de la 
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interesada por el deficiente funcionamiento de la red de saneamiento 
municipal. 

 
La reclamante alega que “El pasado 1 de septiembre de 2025 empezó 

a inundarse la casa debido a las obras realizadas años anteriores en la calle 
cccc 6, xxxx, debido a que se taparon todas las arquetas de los desagües del 
saneamiento público (algo que ya está puesto en vuestro conocimiento). Esto 
ocasionó que tanto el suelo, como las paredes, se llenaran de agua y 
humedades (por la acumulación de desechos que no podían salir al exterior), 
sufriendo daños también las cañerías. A consecuencia de esto, hemos tenido 
que realizar una reforma consistente en arreglar tuberías, suelos y paredes 
(…)ʺ.  

 
Acompaña a su reclamación una serie de facturas. Sin embargo, no 

aporta ninguna prueba más ni con en la reclamación inicial ni posteriormente 
en el trámite de audiencia. 
 

La interesada, a quien incumbe la carga de la prueba de los hechos que 
alega, no ha aportado elementos probatorios que permitan tener por ciertos 
los hechos alegados. En este sentido, no presenta informe pericial ni prueba 
alguna que acredite la realidad de los daños ni la causa de los mismos. En los 
términos expuestos, la única prueba que presenta la reclamante para acreditar 
los hechos son unas facturas que no avalan que los perjuicios se produjeran 
por las causas que detalla. 
 

Esta circunstancia, unida al hecho de que la reclamación se interpone 
varios meses después de lo sucedido y que, en ningún momento, hasta la 
interposición de la reclamación, acredita haber puesto en conocimiento del 
Ayuntamiento la situación, hace que se tenga por adecuada la argumentación 
esgrimida en la propuesta de resolución del Ayuntamiento que, por economía 
procesal, se da por reproducida. 

 
Por todo lo expuesto, no puede considerarse probada la existencia de 

nexo causal entre los daños sufridos y el funcionamiento del servicio público, 
y la reclamación debe desestimarse. 
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III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución desestimatoria en el procedimiento de 

responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por Dña. yyy1, debido a los daños ocasionados en su vivienda por 
el deficiente funcionamiento de la red municipal de saneamiento. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


